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I) NOVEDADES NORMATIVAS.-

1. estado.-

En el período de tiempo tomado en consideración para la elaboración de este informe (mayo a noviembre de 2008), hay que destacar una norma organizativa estatal que contiene previsiones con cierta incidencia sobre la organización local. Se trata del Real Decreto 1131/2008, de 4 de julio, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Administraciones Públicas (BOE nº 165, de 9 de julio). En concreto, es su artículo 9 el que, al singularizar las funciones que corresponden a la Dirección General de Cooperación Local –dependiente de la Secretaría de Estado de Cooperación Territorial–, señala entre otras la elaboración de estudios e informes de carácter organizativo sobre las entidades locales (apartado c); la elaboración, propuesta e informe de las disposiciones del Estado que afecten a las entidades locales –entre ellas las de índole organizativa– (f); el seguimiento e informe de proyectos y proposiciones de Ley de las Comunidades Autónomas que afecten a las entidades locales, así como el informe sobre la impugnación de los acuerdos de estas últimas (g); y la preparación de los asuntos y la ejecución de los acuerdos de la Conferencia Sectorial para Asuntos Locales, de la Comisión Nacional de Administración Local, de la Comisión Interadministrativa de Capitalidad y de la Comisión de Colaboración Estado-Comunidad Autónoma de Cataluña-Ayuntamiento de Barcelona (j). 

2. Comunidades Autónomas.-

B) Cataluña.-

La Ley del Parlamento catalán 13/2008, de 5 de noviembre, de Presidencia y del Gobierno de la Generalitat (DO de la Generalitat de Cataluña nº 5256, de 12 de noviembre), contiene una alusión en su Disposición Modificativa Tercera que afecta a los miembros de las Corporaciones locales. En concreto, esta Disposición modifica el artículo 10.2 de la Ley de Incompatibilidades de los Altos Cargos al Servicio de la Generalidad de 27 de diciembre de 2007, en el sentido de admitir la compatibilidad de esta condición con la de miembro electo de una Corporación local, salvo que el ejercicio de esta última comporte dedicación exclusiva o dedicación fija a tiempo parcial. 

C) Galicia.-

El Decreto gallego 98/2008, de 15 de mayo (DO de Galicia nº 94, de 16 de mayo), procede a la creación de los “Pactos territoriales de empleo”, nuevo órgano de participación institucional y de concertación para la gestión coordinada de los recursos públicos destinados al empleo, en el que tienen una representación significada los Municipios. Como señala la propia Exposición de motivos de la norma, con ella se pretende avanzar en la línea de descentralización de las políticas activas de ocupación y de participación descendente en las mismas que ya manifestara el ordenamiento comunitario, dando entrada en su definición a la Administración más próxima a las necesidades de empleo: la local. 

Los “Pactos Territoriales” creados por este Decreto se adscriben al Departamento con competencias en materia de empleo, y estarán integrados, con un mismo nivel de representatividad respectiva del 25%, por la Xunta de Galicia, las organizaciones empresariales intersectoriales y las organizaciones sindicales más representativas, y los Municipios de la zona que abarquen, entre los cuales se repartirá su cuota porcentual en una cuarta parte en función de su población afiliada, y en tres cuartas partes en función del paro registrado en relación con la media anual. La incorporación de dichos Municipios se realizará automáticamente mediante escrito dirigido al titular de aquel Departamento aludido. 

En lo que respecta a la organización interna de los “Pactos”, hay que destacar que la Asamblea General (órgano decisorio y de dirección) estará presidida por un representante de los Municipios que los integran que, además, estarán representados por un Vocal cada uno. Sorprende la cuantificación exacta de los representantes locales en este órgano frente a la inespecificidad del resto de representaciones, ya que el Decreto se limita a establecer que existirá un Vicepresidente en representación de la Administración autonómica, otro de las organizaciones empresariales, y otro de los sindicatos, así como “representantes” –sin decir cuántos– de la Consellería competente en materia de empleo y de dichas organizaciones (artículo 5). Es de suponer que las futuras Órdenes de desarrollo del Decreto a las que alude su Disposición Final Primera concretarán estos extremos. Por lo que hace al Comité de Dirección de los Pactos (órgano ejecutorio y de gestión) estará presidido igualmente por el Presidente de la Asamblea General, contando también con cinco Vocales representantes de los Municipios elegidos por un período de cuatro años, frente a los como máximo seis representantes de la Administración autonómica, y los representantes singulares de cada organización empresarial y sindical representativa. Finalmente, también se plantea la presencia de las entidades locales en el Comité Asesor de cada Pacto (órgano consultivo), en el que estarán representadas las entidades asociativas locales o comarcales, junto con la Universidad, centros de investigación e instituciones análogas. 

I)- Valencia.-

En el ámbito de la Comunidad Autónoma valenciana se han aprobado dos textos con cierta repercusión en materia organizativa local. El más significativo es el Decreto 81/2008, de 6 de junio, por el que se Crea la Comisión Mixta de Cooperación Generalitat/Federación Valenciana de Municipios y Provincias (DO de la Comunidad Valenciana nº 5781, de 10 de junio). Se trata de un órgano que ya estaba contemplado en la reforma estatutaria, de composición paritaria (artículo 4: cinco miembros por cada representación), carácter deliberante y consultivo, y objetivos de refuerzo de la interlocución entre Administración autonómica y Administraciones locales y de profundización en el proceso de descentralización. De manera más concreta, le corresponde debatir sobre las solicitudes y demandas de las entidades locales valencianas en relación con la actuación, proyectos y normas autonómicas, e informar preceptivamente acerca de las iniciativas legislativas y reglamentarias y de los planes administrativos en materia de régimen local. Su régimen jurídico será el general dispuesto en la Ley 30/1992. 

También hay que destacar una Resolución de la Consellería de Cultura y Deporte de 12 de junio de 2008 (DO de la Comunitat Valenciana nº 5812, de 23 de julio), por la que se crea y nombran los miembros de la Comisión de Valoración Documental para los Municipios, dependiente de la Junta Calificadora de Documentos Administrativos. La intención de este nuevo órgano de carácter técnico es apoyar la labor de los Municipios (fundamentalmente de los menores de 10.000 habitantes) en la elaboración de propuestas de tablas de valoración documental, que serán presentadas a la Junta Calificadora de Documentos Administrativos autonómica para que emita su dictamen –preceptivo y vinculante– sobre la conservación e ingreso en los archivos históricos de la documentación municipal o sobre su eliminación una vez transcurrido el período de vigencia administrativa. Esta Comisión estará formada por tres funcionarios de administración especial de archivos de la Administración municipal y por dos funcionarios autonómicos del centro directivo competente en materia de archivos, designados todos ellos por el titular de este último. 

J) Aragón.-

Dos son también las disposiciones que han aparecido entre los meses de mayo y noviembre de 2008 en el Boletín Oficial de Aragón relacionadas más o menos directamente con la organización local. Una de ellas, la Orden del Departamento de Política Territorial, Justicia e Interior de 2 de septiembre de 2008 (BOA nº 144, de 11 de septiembre), que regula el procedimiento telemático de remisión de documentación por parte de las Entidades locales de Aragón a ese Departamento. Al efecto identifica cuál es la documentación a presentar en el Registro electrónico de la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón 
; las especificaciones técnicas y estándares a utilizar para el envío los documentos, así como la garantía de su origen e integridad a través de firmas electrónicas previamente verificadas; la expedición de recibos electrónicos, y la posibilidad de remisión de comunicaciones por aquel Departamento a las Entidades locales a través del servicio de remisión de documentos con firma electrónica. Dada la complejidad del sistema, la Disposición Adicional de la Orden prevé el desarrollo de actividades de formación presenciales y virtuales con la finalidad de instruir en el manejo del procedimiento telemático a sus usuarios y de introducirlos en las bases técnicas y jurídicas en las que se funda la generación y transmisión telemática de documentos electrónicos. 

La otra es el Decreto 168/2008, de 9 de septiembre (BOA nº 153, de 23 de septiembre), por el que se aprueba el Reglamento de creación del Consejo Aragonés de Vías Pecuarias y se regulan su composición y funciones. Pues bien: en este Consejo –con funciones de consulta, colaboración y participación en el fomento de la conservación, valorización del uso público, defensa y difusión de las vías pecuarias– tienen representación las Entidades locales aragonesas, a través de un representante de las asociaciones municipales aragonesas y de tres representantes comarcales elegidos por el Consejo de Cooperación Comarcal. 

Señalar asimismo la aparición de dos normas del Departamento de Política Territorial, Justicia e Interior del Gobierno de Aragón por las que se da publicidad a la disolución de Mancomunidades, dada su inactividad: Mancomunidad de Servicios Comarca de Aliaga (Orden de 26 de agosto de 2008, BOA nº 145, de 12 de septiembre) y Mancomunidad de Municipios con Ferias Rurales Tradicionales (Decreto de 22 de septiembre de 2008, BOA nº 162, de 6 de octubre). 

II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES.-

1. Tribunal Constitucional (TC).-

Por ser el segundo que se resuelve, hay que destacar en esta ocasión la STC 47/2008, de 11 de marzo, Ar. 47, que desestima el conflicto en defensa de la autonomía local planteado por diversos Ayuntamientos incluidos el Área Metropolitana del l´Horta, suprimida por Ley de la Comunidad Valenciana 8/1999, de 3 de diciembre, posteriormente derogada por Ley del mismo Parlamento 2/2001, de 11 de mayo, de creación y gestión de Áreas Metropolitanas. De acuerdo con la primera norma, se establece una Comisión Mixta paritaria Gobierno Valenciano/Municipios para decidir el destino de los medios materiales y personales del Área suprimida. De conformidad con la segunda, se crean dos entidades metropolitanas de servicios que se subrogan en las obligaciones asumidas por el órgano de gobierno de aquélla, y que pasan a integrar a su personal. A juicio de los Ayuntamientos recurrentes, la primera Ley lesiona su autonomía local constitucionalmente garantizada, en la medida en que les despoja de su derecho a participar a través de órganos propios en el proceso de disolución del Área Metropolitana, y que otorga a la Comunidad Autónoma poder de decisión sobre servicios que son de su exclusiva competencia (servicios hidráulicos y tratamiento de residuos). 

El TC no se pronuncia sobre el fondo del asunto, y pasa a desestimar el conflicto por extinción del objeto del recurso (la primera Ley, derogada por la segunda). Sin embargo, a este pronunciamiento se formula un Voto Particular, que recuerda la doctrina propia según la cual no existe automatismo entre la derogación de la norma recurrida y la extinción del proceso, debiendo valorarse si ha cesado la controversia para, en caso negativo, ofrecer oportuna respuesta al problema constitucional planteado. Que es precisamente lo que ocurre en este caso a juicio del Magistrado que lo suscribe, que entiende necesario preservar los ámbitos competenciales respectivos. 

2. Tribunal Supremo (TS).-

En esta ocasión hay que hacerse eco de un conjunto diverso de Sentencias del Tribunal Supremo. Una de ellas incide en el deber de abstención de los Concejales cuando concurre en el acuerdo a adoptar un interés personal. Otra recuerda la incompetencia del Pleno municipal para modificar la composición de los Grupos políticos al margen de la normativa interna de organización; Grupos que, por cierto, como señala otro pronunciamiento, carecen de legitimación para impugnar acuerdos municipales. Se destaca también otra Sentencia sobre la adhesión a entes que constituyen una mera manifestación de voluntad política sin transcendencia jurídica. 

La STS de 5 de diciembre de 2007, Ar. 94 de 2008, se pronuncia nuevamente sobre el deber de abstención al que están sujetos los Concejales respecto de acuerdos municipales en los que tienen un interés personal o una relación de parentesco con sus beneficiarios. En este caso, el TS corrige la doctrina expresada por el Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León en primera instancia, y considera que la Resolución de la Comisión Territorial de Urbanismo de Burgos que aprobó definitivamente la modificación puntual de las Normas Subsidiarias de un Ayuntamiento es nula. La causa de esta nulidad radica en la invalidez de la aprobación provisional, en la que fue determinante el voto de un concejal que era hijo del propietario de una de las fincas afectadas y en el que concurría, con evidencia, el deber de abstención al que se refieren los apartados a y b del artículo 28 de la Ley 30/1992. Deber por cierto que, como recuerda el Tribunal, nace de la propia Ley, sin que requiera de un acto previo de recusación. 

Por su parte, la STS de 12 de noviembre de 2007, Ar. 564 de 2008, recuerda que el Pleno municipal no puede modificar la composición de los Grupos políticos al margen de los requisitos que imponga al efecto la normativa interna de organización. Que en el supuesto enjuiciado, exigía previa renuncia al Grupo de origen y aceptación expresa por escrito de los integrantes del Grupo de incorporación. Ninguno de los dos se produjo, lo que lleva al Tribunal a entender quebrantado el ordenamiento jurídico y lesionado el derecho de los miembros de las Corporaciones locales a permanecer y ejercer sus cargos representativos en las condiciones establecidas por las Leyes. 

Es la STS de 30 de junio de 2008, JUR 232207, la que recuerda que los Grupos Municipales carecen “per se” de legitimación para impugnar acuerdos municipales, en la medida en que, como se desprende de la normativa de régimen local, su actuación se desarrolla exclusivamente en el ámbito interno de la Corporación. Esto no obsta su reconocimiento a título individual a los Concejales que forman parte de los mismos, y ello aunque no hubiesen votado en contra del acuerdo impugnado por no formar parte del órgano municipal que lo adoptó. Como dice el Tribunal, resulta imposible exigir el requisito impuesto por el artículo 63.1.b) LBRL –precisamente ese voto en contra– a quien, pese a no estar integrado en el órgano por causas ajenas a su voluntad o, más aún, por haber sido deliberadamente apartado por los representantes mayoritarios, no resultan sin embargo indiferentes los actos que éste adopta, en atención a los intereses generales y públicos de la Corporación a la que pertenece y de los ciudadanos a los que representa. 

En otro orden de cosas, la STS de 23 de abril de 2008, Ar. 2480, considera que el acuerdo del Pleno de un Municipio vasco por el que se adhiere a la Asamblea de Electos y Municipios Euskaldunes-Udalbiltza constituye una mera manifestación de voluntad política que, como tal, escapa al control de legalidad, además de tratarse de una actuación que carece de efectos prácticos directos, al suponer una incorporación a una entidad asociativa irregular que no cumple los requisitos exigidos por la legislación vasca de asociaciones. Se trata, en definitiva, de una declaración de favorecimiento de las finalidades puramente políticas que persigue el ente “asociativo” a cuyo favor se realiza la manifestación de adhesión e incorporación y, como tal, expresión de una opinión política concorde con la voluntad de los miembros de la Corporación y, así, de los vecinos representados en ejercicio del derecho de participación. Carece, a juicio del Tribunal, del contenido administrativo mínimo que la haría residenciable ante la jurisdicción contencioso-administrativa. 

3. Audiencia Nacional (AN).-

La SAN de 10 de junio de 2008, Ar. 310, se pronuncia sobre la incompetencia de la Comisión de Publicidad y Comunicación Institucional prevista en la Ley homónima 29/2005 para resolver reclamaciones contra campañas publicitarias promovidas por los Municipios que pudieran contravenir la prohibición de destacar logros de gestión concretos o inducir a confusión (artículo 4, básico). Frente a la argumentación del Grupo Municipal recurrente, que entendía que la falta de previsión legal de un instrumento específico de fiscalización de campañas locales determinaba la intervención de aquel órgano (de exclusiva composición estatal), la Sala recuerda que sólo el precepto citado es de aplicación a todas las Administraciones públicas por constituir legislación básica, siendo destinatarias exclusivas de las previsiones del resto del articulado las campañas de publicidad de la Administración General del Estado. Como recuerda el Tribunal, nada impide que las Comunidades Autónomas, en ejercicio de sus competencias sobre publicidad y régimen local, aprueben sus propias normas en la materia donde se establezcan sus mecanismos de control específicos, como así lo han hecho algunas de ellas. Pero en ningún caso tiene amparo jurídico la extensión competencial solicitada por el recurrente. 

4. Tribunales Superiores de Justicia (TSJ) y Audiencias Provinciales (AP).-

En esta ocasión no hay pronunciamientos del TSJ de Aragón. Se destaca uno del TSJ de Canarias. 

L) Canarias.-

La STSJ de Canarias de 6 de mayo de 2008, Ar. 260859, enjuicia un supuesto en el que el recurrente, concejal de un Ayuntamiento, se abstuvo en la votación inicial de los presupuestos municipales, pretendiendo ampararse posteriormente en su condición de vecino para presentar alegaciones contra ellos en el plazo abierto tras su publicación en el Boletín Oficial de la Provincia; alegaciones que no fueron consideradas. El argumento del Tribunal para rechazar el recurso que presenta frente a esos presupuestos se fundamenta en el señalamiento del cauce conforme al cual dicho concejal debió manifestar su rechazo a los mismos, que no es otro que el previsto en el artículo 63.1.b LBRL: votar en su contra y, posteriormente, hacer uso de la legitimación que le confiere el precepto para impugnar el acto. No actuar así supone hacer una dejación de la misma y, más aún, de la defensa de los derechos e intereses de sus convecinos porque, como afirma expresamente la Sala, 

“resulta patente que las discrepancias en los órganos colegiados que integran la Administración local deben manifestarse inicialmente en sede del órgano pleno (…).Abstenerse de mostrar una opinión contraria a un concreto acuerdo municipal en al acto de formación de voluntad, y luego pretender su impugnación en vía jurisdiccional (…) bajo el argumento de que el acto impugnado lesiona la legalidad puede comportar no sólo un abuso de derecho sino, metajurídicamente, una desconsideración hacia los votantes mediante cuyo voto el componente del órgano colegiado pudo acceder a la condición de miembro del ente local”. 
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� * Actas de Sesión:


- constitutiva,


- de organización y funcionamiento,


- plenaria ordinaria, extraordinaria y extraordinaria y urgente,


- de Junta de Gobierno ordinaria, extraordinaria y extraordinaria y urgente, 


- de Comisión Gestora, 


- de Consejo de Gerencia,


- de Junta de Gobierno de Mancomunidad





* Acuerdos, Resoluciones y Decretos: 


- presupuestos y sus modificaciones y liquidaciones, 


- ordenanzas fiscales y sus modificaciones,


- ordenanzas, reglamentos y sus modificaciones, 


- inventarios y sus rectificaciones, 


- plantillas y RPT y sus modificaciones,


- solicitudes de toma de conocimiento de cesiones, enajenaciones, gravámenes y permutas de bienes, así como de enajenación directa de parcelas sobrantes, 


- solicitudes de toma de conocimiento de operaciones de crédito a corto y a largo plazo, y de aval, 


- solicitudes de nombramientos interinos y accidentales para la provisión de puestos de trabajo reservados a funcionarios con habilitación de carácter estatal, 


- solicitudes de nombramientos provisionales y autorización de comisiones de servicio y de acumulación de plazas de funcionarios con habilitación de carácter estatal
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